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Resumen
En la última década Colombia y Chile han vivido una transforma-

ción permanente hacia un enfoque descentralizador, uno y otro, bus-
cando la mejor estructura, intentándose alejar de aquellos centralis-
mos arraigados en el caso de Chile, y en el de Colombia un constante 
cambio que conlleve a la mejora de las transferencias de recursos a los 
municipios más alejados, en un escenario que es complejo, como es el 
del conflicto armado interno. 

El objetivo de la investigación es analizar, a través de los mecanis-
mos de participación ciudadana existentes en uno y otro país, para el 
caso de Colombia y Chile, perfeccionar los sistemas de gobernanza 
subnacional. Lo que a la postre tiene notorias repercusiones en la dis-
tribución de funciones, recursos y competencias que mejoren la cali-
dad de vida de los ciudadanos y de sus respectivos territorios. Este ar-
tículo parte de una revisión de datos bibliográficos y documentales en 
cuanto al estudio y observancia del funcionamiento del Estado, bajo la 
necesidad idealizante de ser agente de desarrollo económico y social, 
en un escenario creciente de demandas por parte de la sociedad civil, 
solicitante de una mayor autonomía regional y mayor participación 
de dichas decisiones en el plano local. Lo actual, nos ubica en un pacto 
social, haciéndose necesario que se produzcan cambios de carácter al-
ternativo para los países, intentando superar la deficiente calidad de la 
gestión pública y la irracionalidad en el uso de los recursos, por parte 
de las administraciones locales.

Palabras clave: modernización; gobernanza; Colombia; Chile; par-
ticipación; regulación; políticas públicas.

Abstract
Colombia and Chile have experienced the last decade a permanent 

transformation towards a decentralizing approach, one and the other, 
looking for the best structure, trying to move away from those entren-
ched centralisms in the case of Chile, and in Colombia a constant chan-
ge that leads to the improvement of the transfers of resources, to the 
most remote municipalities of the territory, in a scenario that is com-
plex to apply, such as that of the internal armed conflict.
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The objective of the research is to analyze through 
the mechanisms of citizen participation existing in both 
countries, in the case of Colombia and Chile, to improve 
subnational governance systems. Which ultimately has 
notorious repercussions on the distribution of functions, 
resources and competences that improve the quality of 
life of citizens and their respective territories. This article 
is based on a review of bibliographic and documentary 
data regarding the study and observance of the func-
tioning of the State, under the idealizing need to be an 

agent of economic and social development, in a growing 
scenario of demands by civil society, applicant of greater 
regional autonomy and greater participation of said de-
cisions at the local level. The current situation places us in 
a social pact, making it necessary to produce changes of 
an alternative nature for the countries, trying to overco-
me the poor quality of public management and the irra-
tionality in the use of resources by local administrations.

Keywords: modernization; governance; Colombia; 
Chile; participation; regulation; public policies.

1. Introducción
Cuando se habla de participación y gobernanza en 
el plano subnacional, se comprende los recursos y 
herramientas de buena gestión que logre impac-
tar en las idiosincrasias, las prioridades y fortalezas 
de cada uno de los territorios, al final donde dichos 
elementos tendrán su aplicación. Cuando se habla 
de recursos, fundamentalmente, no es de “recursos 
humanos” solamente, sino del capital y la cohesión 
social, es decir, el conjunto de personas, relaciones e 
instituciones públicas y privadas, que basadas en la 
aceptación de las diversidades son capaces de “entre-
lazar coordinaciones unívocas o del mismo lado”, ya que 
cada una de las regiones, en el caso de Chile, y cada 
uno de los departamentos y municipios en el de Co-
lombia, tienen diferentes intereses y desempeños.

La carta política de 1991 en Colombia, consagró 
la autonomía política, fiscal y administrativa de los 
municipios y los definió como las entidades funda-
mentales de la división político-administrativa del 
Estado, entregándoles funciones relativas al orde-
namiento territorial, a la promoción del desarrollo 
local, al bienestar de la población y a la participa-
ción ciudadana, frente a un conjunto de transferen-
cias que requiere medidas políticas y fiscales para 
incentivar y aumentar los respectivos recursos en los 
departamentos y municipios. Un sistema de gober-
nanza es vital, para priorizar todo aquello en materia 
de educación y servicios públicos, siendo esenciales 
para cualquier sociedad, y además muy necesarios 
en la transformación que se viene para la descentra-
lización en Colombia. Por supuesto, aquel espíritu 
constitucional construido por el legislador de 1991, 
se halla muy lejos de las estancias clientelistas, y de 

los focos de corrupción actuales, agudizados por el 
conflicto armado interno. La descentralización tiene 
una agenda muy pendiente con Colombia y Chile, en 
un escenario de mejoramiento de competencias.

La visión de la descentralización parte de la ne-
cesidad de protagonismo hacia lo local, bajo un sis-
tema de transferencias equitativas, exigidas por los 
gobiernos subnacionales. Comprender que, para 
una óptima gobernabilidad y un efectivo sistema de 
participación, el Estado colombiano y el chileno de-
ben, primeramente, fortalecer su proceso de demo-
cratización, que se ha visto fisurado en las últimas 
décadas, entre otras razones por estallidos sociales, 
clamores de parte de la sociedad civil, conflicto ar-
mado interno, y altos focos de corrupción.

En el caso de Chile, existe una carencia del mo-
delo descentralizador, que fluctúa entre la falta de 
voluntades del Ejecutivo y del Legislativo, y las ne-
cesidades imperantes de las reformas regionales y 
municipales, aquellas que se han dado desde la cú-
pula, desde la élite y han sido procesos en paralelo, 
sin una clara integración, lo cual ha provocado un 
descalce entre las visiones de uno y otro actor, en la 
promoción y gestión en el mismo territorio (Serrano 
& Fernández, 2003). 

La necesidad de apertura a mayores espacios de-
cisorios hacia los niveles subnacionales, es la resulta 
a la ecuación imperativa de un diseño de políticas 
públicas, en las esferas de la protección social, salud, 
educación, planificación y ordenamiento territorial, 
entregando un papel de mayor ejecución a los mu-
nicipios y gobiernos regionales, sin embargo, la des-
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centralización es más que una transferencia de po-
deres e ingresos desde el plano central hacia el plano 
subnacional; pero pudiese, a su vez, plantearse el 
interrogante, si ¿la descentralización da lugar a cre-
cimiento y reducción de disparidades o desigualda-
des regionales (Tassara, 2018), o si definitivamente 
la autonomía regional es sinónimo de prosperidad 
y eficacia frente a la noción clara de lo que necesitan 
los departamentos, municipios o regiones? Autores 
de relevancia jurídica guiarán este estudio, no obs-
tante Musgrave y su relación con el sector público y 
Prud'homme, advierten que los peligros de la des-
centralización y de la participación ciudadana son 
absolutamente limitados. Se examina a través de 
distintos argumentos, si la descentralización apunta 
a la estabilización, asignación o distribución de in-
gresos justos en los escenarios subnacionales (Mus-
grave), o en su defecto, si es de difícil aplicación en 
los planos regionales o locales (Prud’homme). 

A casi treinta años de iniciados los mencionados 
procesos de descentralización en el caso de Colom-
bia y en Chile, se estima comprender si han sido 
positivos los efectos de la participación ciudadana 
sobre la efectividad y el desempeño de los gobier-
nos locales o si, por el contrario, es más un supuesto 
normativo que no se evidencia en la realidad. 

La gobernanza entonces, en este contexto, es 
entendida como una forma de gobernar en donde 
se incluyen en los procesos de toma de decisiones, 
a distintos actores de la sociedad civil, tanto a em-
presarios como a la comunidad. Bull (2013), como 
se citó en (Hernández & Miranda, 2019) se ve invo-
lucrado al analizar cuál es el beneficio de brindarle 
mayor autonomía fiscal, política y administrativa a 
las instancias locales del Estado, frente al rol político 
que hasta el momento pareciese que este ha desem-
peñado que opera como una suerte de barrera ante 
los gobiernos locales, los cuales, frente a la centrali-
zación, existirán mayores facultades para responder 
a aquellas necesidades locales de manera óptima. 

Entonces, ¿Cuál es el escenario actual de la 
gobernanza en Colombia y Chile en el marco de 
la descentralización, como eje modernizador del 
Estado? ¿Realmente la participación ciudadana, 

fortalece y fomenta la gobernabilidad y el escenario 
de la gobernanza local?

2. Metodología 
La metodología aplicable al estudio es de carácter 
descriptiva y correlacional con un enfoque cuali-
tativo. Para la revisión de análisis, se acompañó de 
distintas fuentes documentales, ya que su objetivo 
radica en recopilación de información. Se ha reali-
zado entonces una revisión sistemática en bases de 
datos bibliográficas (SCOPUS, ISI Web of Knowled-
ge) y manualmente, a través de Internet, en revistas 
y organismos públicos. Se definieron criterios de in-
clusión y exclusión, y un conjunto de variables para 
analizar las características de la descentralización 
en Colombia y Chile. 	
		
3. Discusión

3.1 Nociones generales de la descentralización 
desde la mirada de Colombia
Las reformas que Colombia mantuvo durante los 

periodos de los expresidentes Belisario Betancourt y 
César Gaviria, fueron encaminadas a un proyecto de 
modernización del Estado. Durante la administración 
de César Gaviria, el foco no era la participación o vin-
culación ciudadana, sino el desarrollo institucional 
(Rueda Fiorentino, 2019) y la definición de un marco 
legal que permitiera al sector privado intervenir en la 
prestación de los servicios públicos. En ese sentido, la 
descentralización, más que una redistribución de los 
poderes territoriales constituyó una estrategia de re-
forma estatal, un intento por redefinir el rol del Esta-
do y una redefinición de los términos relacionales con 
la sociedad (Velázquez & Fabio, 1995).

Las reformas descentralizadoras han incitado a 
una percepción de modernización y nuevas tenden-
cias, que no solo son incoadas desde la función so-
cial de la propiedad, ni desde la acción interventora 
del Estado en la economía, ni mucho menos aspec-
tos polarizadores donde reina la concentración y las 
planificaciones tecnocráticas, sino la necesidad de 
responder a conflictos sociales actuales y de propo-
ner la confianza institucional perdida en las últimas 
décadas. Aquello, sin lugar a negarlo son preocupa-
ciones vigentes que se manifiestan en las demandas 
sociales activas y vigentes. 
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El principal motor de Colombia en la descentra-
lización ha sido siempre la integración de un Esta-
do, que aleje al país de los permanentes conflictos 
armados que lo aquejan y que se constituyen per-
manente en la fragilidad de materializar relaciones 
fiscales, administrativas y regionales óptimas. Pu-
diese evidenciarse, la mirada de la descentralización 
en Colombia, como un verdadero fenómeno político 
encargado de transformar política, administrativa y 
socialmente al Estado.

La búsqueda de Estado más diligente, menos in-
terventor y más regulador y menos centralizado, es 
incesante, la necesidad de estar más comprometi-
do con las nuevas peticiones sociales que orbitan la 
esfera mundial, más dispuesto a hacer frente a los 
problemas del desarrollo desde los entes territo-
riales, en conjunción con el sector privado, en sí, la 
satisfacción a las iniciativas de la sociedad es el fin 
último del fenómeno llamado descentralización en 
Colombia. Las palabras claves no son ya seculariza-
ción, intervención o planificación, sino, regulación y 
participación ciudadana (Velázquez & Fabio, 1995).

Prud'homme nuevamente sale a la palestra públi-
ca de esta investigación, al enunciar que las medidas 
descentralizadoras pueden afectar negativamente a 
una distribución equitativa de los ingresos, la fun-
ción de redistribución debe continuar a manos del 
gobierno central. Esto por dos razones. En primer 
lugar, es probable que los esfuerzos de los gobiernos 
locales por corregir las disparidades en los ingresos 
acaben siendo injustos. Los pobres, que viven en 
regiones acomodadas tendrán mejores resultados 
que los pobres de regiones más desposeídas. Los ho-
gares ubicados en regiones que gozaban de los mis-
mos ingresos antes de realizarse la redistribución 
tendrán diferentes ingresos tras ella, ya sea por las 
diferencias de ingreso entre las regiones, (incluso si 
poseen políticas de redistribución similares), o tam-
bién porque tanto los ingresos como las políticas 
redistributivas difieren de una región a otra, lo cual 
puede ocurrir y está plasmado en este texto. 

En segundo lugar, la redistribución descentra-
lizada es contraproducente. Si una jurisdicción 
adopta políticas para redistribuir el ingreso, el exi-

gir altos impuestos a los ricos para otorgar grandes 
beneficios a los pobres, hará que los ricos tiendan a 
asentarse en zonas más ligeramente gravadas y que 
los pobres emigren desde aquellas con beneficios 
más bajos o reducidos, como ya se ha mencionado. 
El gobierno central debe ser el responsable de tener 
el control de los impuestos y gastos públicos, ya que 
ahí, entre otros factores, radica el éxito de políticas 
redistributivas a nivel subnacional. La descentrali-
zación, en definitiva, hará más dificultosa la aplica-
ción de políticas redistributivas, y en consecuencia 
afectará notoriamente la gobernabilidad y por im-
plicancia directa los mecanismos de participación 
ciudadana; todo se haya concatenado.

La descentralización en el campo del juego polí-
tico puede producir el aumento de la discrecionali-
dad en transferencias e inversiones que ocasionen 
pérdidas en eficiencia y equidad (Lowry & Postoski, 
2004, como se citó en Mogollón, 2019); así como el 
aumento de prácticas clientelares, a partir de la ca-
pacidad de presión o el control de un grupo minori-
tario sobre las capacidades gubernamentales loca-
les y sus recursos (Prud’homme, 1995 como se citó en 
Mogollón, 2019).

El efecto final de la descentralización, estará su-
jeto siempre al análisis de un diseño institucional 
con condiciones de índole política, económica y so-
cial, porque no se puede pretender conversar de di-
cho fenómeno manteniendo el poder político y ad-
ministrativo en el centro del gobierno, en el que ya 
hoy por hoy es necesario el traspaso de competen-
cias al plano regional y municipal, para diversificar 
y visibilizar bienes y servicios de orden subnacional. 
Jaime Lindh menciona que “La institucionalidad po-
lítica –como el sistema de partidos– y la institucio-
nal fiscal –como el sistema tributario y el sistema de 
transferencias– juegan un rol clave para incentivar 
comportamientos cooperativos entre los gobiernos 
regionales y el gobierno central” (Lindh, 2019, p. 2).

3.2 La participación ciudadana, caso Chile
Comienza, en América Latina, una nueva ronda 

de transformaciones en el aparato estatal y en la 
administración pública. Estos cambios constituirían 
una agenda más orientada al mejoramiento de la 
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gestión, con gran énfasis en la efectividad de las po-
líticas públicas, en el fortalecimiento de la función 
pública, en la democratización de la administración 
pública y en el montaje de una red de políticas socia-
les, con el objetivo de alcanzar una verdadera ciuda-
danía social (Centro Latinoamericano de Adminis-
tración para el Desarrollo, 2010, p. 7).

La política para la participación ciudadana en 
cualquier Estado, siempre ha sido una carta de na-
vegación de los gobiernos. Dicha política traza y de-
limita los principales lineamientos gubernamenta-
les en la temática y compromete a los órganos de la 
Administración del Estado a implementar y ejecutar 
acciones en coherencia con la visión, y con el pensa-
miento que pueda tener el gobierno de turno.

En el año 2004, ante el Congreso Nacional en 
Chile, fue presentado un proyecto de ley, cuyo fin era 
incentivar y activar la participación ciudadana en la 
administración pública. El fruto de aquello fue la Ley 
20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudada-
na en la Gestión Pública; esta nació de la profunda 
crisis de legitimidad por la cual atravesaba el siste-
ma político chileno para aquel entonces, que incitó 
a la necesidad de impulsar la asociación y participa-
ción ciudadana en la gestión pública. El espíritu de la 
Ley siempre ha buscado considerar a los ciudadanos 
en las decisiones públicas, a través de distintos me-
canismos de participación ciudadana, como igual-
mente se evidenciará en Colombia la presentación 
de los diversos mecanismos de participación frente 
a temas de interés ciudadano. 

La Ley 20.500, insertó una serie de cambios en 
diferentes documentos legales, entre los que se 
encuentran: la Ley 18.575 de Bases de la Adminis-
tración General del Estado y la Ley 18.695 Orgánica 
Constitucional de Municipalidades. En el caso de la 
Ley 18.575, se agregó, por disposición del artículo 
32 de la Ley 20.500, el título iv, “De la participación 
ciudadana en la gestión pública”, con artículos que 
reconocen el derecho de los ciudadanos a partici-
par en “sus políticas, planes, programas y acciones” 
(Junta de Gobierno de la República de Chile, 1986), 
lo que deja a las distintas instituciones públicas la 
determinación de las formas de participación de los 

ciudadanos en materia de su competencia (artículo 
70) (como se citó en Muñoz Aravena, 2018).

La institucionalidad ha activado otras instan-
cias de participación, como son las cuentas pú-
blicas participativas, la transparencia pasiva y la 
consulta ciudadana. Ello permite el ejercicio de un 
control social por parte de los ciudadanos y es aquí 
donde el tecnicismo de ‘accountability’ cobra una vi-
gencia única (División de Organizaciones Sociales, 
2014, p. 31). Por otro lado, la transparencia pasiva, 
reconocida en el 2008 con la publicación de la Ley 
20.285 sobre Acceso a la Información Pública, es 
otro mecanismo que el ciudadano puede utilizar 
para ejercer el derecho a solicitar información pú-
blica (Congreso Nacional, 2008).

El liderazgo de los asuntos públicos hoy por 
hoy, no se concibe sin el involucramiento activo de 
los ciudadanos, en las diferentes facetas de la po-
lítica pública y, en ello es necesario crear, cada día, 
estrategias efectivas que vinculen al Estado con la 
sociedad. En Chile hoy, el concepto de participación 
ciudadana es un desafío, lo que a su vez lleva a rea-
lizar el siguiente planteamiento, ¿cómo lograr que 
sea efectiva? Pues bien, la participación ciudadana 
debe fortalecer la institucionalidad, ser vinculante y 
transversal para todas las instituciones, y a través de 
ellas, ser el canal para materializar las propuestas de 
los ciudadanos. La participación debe contar con un 
verdadero presupuesto, a la postre se conoce que ha 
sido creado por la ley 20500, (Fondo de Fortalecimiento 
de Fondos de Interés Público), pero en un grado ideal, 
la distribución equitativa del mismo y el perfeccio-
namiento de los consejos comunales de la sociedad 
civil serían los articuladores de gestión perfecta en 
este ámbito.

3.3 La participación ciudadana, caso Colombia
La Carta Política de 1991, concibe en su artículo 1, 

a Colombia como “un Estado social de derecho, organi-
zado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista…”, (Constitución Política de Co-
lombia, 1991, Art. 1), y de este modo se entiende a la 
participación como un valor constitucional, un princi-
pio fundamental (Corte Constitucional, 2003) y como 
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uno de los fines principales del Estado colombiano 
(Constitución Política de Colombia, 1991, Art. 2). 

El concepto de participación ciudadana a partir 
de la Carta Magna del 91 se erige como un dere-
cho-deber, lo cual le permite a cualquier ciudadano 
colombiano ser partícipe de los mecanismos demo-
cráticos legalmente establecidos, pero también co-
nectarse con la institucionalidad en la práctica de la 
vida y la gestión pública. 

En ese orden de ideas, la participación ciudada-
na, desde la perspectiva del Estado, se concibe como 
una obligación de promover e impulsar todas las 
formas democráticas de decisión y de control, y ade-
cuar, en todo cuanto sea preciso, el escenario repre-
sentativo ciudadano. Este criterio de interpretación 
se apoya, de una parte, en el reconocimiento que la 
Constitución hace de las instituciones propias de la 
democracia representativa y, de otra, en la preten-
sión reconocida en su artículo 20, de facilitar la par-
ticipación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cul-
tural de la Nación (Corte Constitucional, 2015, como 
se citó en Hurtado & Hinestroza, 2016).

De acuerdo con Huntington (1994), un sistema 
democrático, se define como aquel en el cual la 
mayoría de los que toman las decisiones colectivas 
del poder son seleccionados a través de elecciones 
limpias, honestas y periódicas, en las cuales los can-
didatos compiten libremente por los votos y en las 
que, virtualmente, toda la población adulta tiene 
derecho a votar.

La participación ciudadana desde su concepto 
original debiese conducir a la inexorable práctica 
de la responsabilidad de la ciudadanía para con los 
otros, y a la facultad de los seres humanos para cons-
tituirse en seres sociales, asumiendo la dependencia 
mutua. A su vez, estar aliada a la confianza que se 
extraiga desde las propias necesidades del colectivo 
social y al mismo tiempo, del sentido de la responsa-
bilidad que emana desde el Estado, al ser su admi-
nistrador y ejecutor. La carta política de Colombia, 
otorga la posibilidad a sus ciudadanos, de intervenir 
activamente en el control de la gestión pública y de 

una u otra manera, de supervisar y monitorear la 
trazabilidad de los mecanismos que emanan de la 
participación. 

Y es que la Constitución del 91, abrió un camino 
único, para el robustecimiento de la democracia, al 
establecer nuevos espacios para la participación ciu-
dadana a través de diferentes mecanismos, todos 
ligados con el ejercicio de la democracia participa-
tiva. La Corte Constitucional de Colombia (1994), ha 
sostenido la anterior teoría diciendo que: “El fortale-
cimiento y la profundización de la democracia participa-
tiva fue el designio inequívoco de la Asamblea Nacional 
Constituyente” (como se citó en Hurtado & Hinestro-
za, 2016). De ahí que exista un articulado legal muy 
robustecido que hace referencia a la participación 
de los ciudadanos, considerándose esta como un va-
lor constitucional.

Según el Comité Académico del Plan Nacional 
de Formación para el Control Social (2006, p. 6), los 
mecanismos relacionados con la información que 
consagra la Constitución política de Colombia son: 
la consulta previa (arts. 1, 2,3, 7, 8,10, 40, 70 y 330 de 
la C.P.), la audiencia pública (art. 373 de la C.P.) y el 
Derecho de petición (arts. 20, 23, 73 y 74 de la C.P.) 

(como se citó en Hurtado & Hinestroza, 2016). Y los 
mecanismos relacionados para ejercer control y las 
correspondientes acciones judiciales son: las accio-
nes populares y de grupo (art. 88 de la C.P.), la acción 
de tutela (art. 86 de la C.P.), la acción de cumplimien-
to (art. 87 de la C.P.), la denuncia, la Queja, la acción 
pública de Inconstitucionalidad (Art. 15 N° 10 y 341 
de la C.P.) y la acción pública de nulidad (art. 237 de 
la C.P.). Por último, los mecanismos para la toma de 
decisión son: el voto (Arts. 258, 259 y 260 de la C.P.), 
la iniciativa popular legislativa y normativa (arts. 155 
y 375), el referendo (arts. 170, 307, 377 y 378 de la C.P.), 
la consulta popular (arts. 104, 105, 297, 319 y 321 de la 
C.P.), la Revocatoria del Mandato (art. 259), el Plebis-
cito (art. 104 de la C.P.) y el Cabildo Abierto (como se 
citó en Hurtado & Hinestroza, 2016).

La Ley 134 de 1994, es la legislación de base fren-
te a los mecanismos de participación ciudadana 
en Colombia, adicional a ello, la legislación colom-
biana contempla otras normas, que permiten a los 
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ciudadanos participar de forma individual o colec-
tiva en el control de la gestión pública, como es el 
caso de las leyes 152 de 1994 (Por la cual se estable-
ce la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo) y la 850 
de 2003, (Por medio de la cual se reglamentan las 
veedurías ciudadanas) (como se citó en Hurtado & 
Hinestroza, 2016).

De igual forma, para efectos de participar en las 
decisiones que les afectan, los colombianos cuen-
tan con la Ley 1757 de 2015, donde se dictan dispo-
siciones en materia de promoción y protección del 
derecho a la participación democrática, reorien-
tando con ello las formas y los mecanismos como 
se ejerce este derecho (como se citó en Hurtado & 
Hinestroza, 2016).

Finalmente, las futuras acciones que enfrenta 
Colombia en esta materia radican en la unificación 
de su normatividad en estas temáticas. En palabras 
del Congreso de la República de Colombia (2011): 
“Es la “sobreoferta” en más de cuarenta mecanis-
mos y espacios de participación poblacional y sec-
torial, lo que satura los procesos de participación 
ciudadana” (p. 2).

4. Análisis de la gobernanza 
 4.1 Caso Chile 
En el libro Democracia en Chile, lecciones para la go-

bernabilidad de Edgardo Boeninger (1997), aparece 
una expresión nombrada “conclusión moralizadora”: 
la polarización y la fragmentación parlamentaria 
son identificadas como los peores vicios políticos 
que alteran la gobernabilidad. 

Claudio Saínz (2005) plantea que, la gobernabi-
lidad es el conjunto de condiciones, diferentes para 
cada región, que se traducen en un estado de armo-
nía de trabajo conjunto de corresponsabilidad entre 
sociedad y gobierno, entre emprendedores y el terri-
torio, entre las fuerzas económicas y las institucio-
nes. Cuando el concepto de “gobierno” se relaciona 
con la capacidad de adoptar decisiones y de hacer 
que se cumplan.

La gobernanza debe ser evaluada según el con-
texto institucional en el cual se enmarca, observan-
do cuáles son realmente los impactos que tendrá 

dicha organización y la respuesta a las demandas 
sociales iniciales que se formularon en el trasegar de 
dicho proceso. De ello, la evaluación debe estar foca-
lizada en los impactos que esta tiene a escala local 
en los municipios que conforman la región, para así 
no caer en la reproducción de un modelo de regiona-
lización y de descentralización que no proporciona 
las herramientas y recursos a los habitantes en di-
cho territorio o zona geográfica.

Bajo estas consideraciones, la gobernanza es la 
consolidación de una sociedad con rasgos indepen-
diente, autónomos y competentes, poseedora de 
capacidades que el gobierno no tiene en algunas 
ocasiones, como se ha visto registrado en las últimas 
administraciones y que se constituye como elemen-
to de base para poder guiar a la sociedad; por lo que 
la dirección debe ser una actividad compartida y 
asociada entre gobierno y sociedad, en una relación 
de interdependencia que va más allá de la adminis-
tración tradicional.

En síntesis, la gobernanza es el proceso en el que 
los ciudadanos resuelven colectivamente sus pro-
blemas y responden a sus necesidades bajo cuatro 
aristas: la primera, entendida la gobernanza como 
ese arte de gobernar idóneamente; la segunda, el 
alejamiento necesario de las administraciones esta-
tales de corte vertical; la tercera, radica en el ejercicio 
de la gobernanza desde los territorios; y la cuarta, la 
ejecución de políticas públicas que debe ser una si-
nergia entre el ámbito local y las urbes. 

La Comisión Económica para América Latina 
(Cepal, 2002) en su documento Globalización y De-
sarrollo, identifica algunos aspectos de la fase de la 
globalización que se relacionan con la gobernanza 
en la región y que pueden ser aplicados para Chi-
le, puntualmente: 1) la volatilidad financiera; 2) la 
reestructuración productiva y tecnológica; 3) las 
desigualdades y asimetrías del orden global. Ade-
más de analizar acontecimientos tales como: a) la 
vulnerabilidad macroeconómica; b) el comercio e 
inversión y patrones de desarrollo tecnológico; c) la 
sostenibilidad ambiental; d) la migración interna-
cional, y e) los rezagos educativos, precariedad labo-
ral y vulnerabilidad social. Si se expusiera cuáles son 
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las características de una buena gobernanza para 
Chile, se señalaría entonces: a) la autonomía de los 
organismos y movimientos de la sociedad civil ante 
el aparato político y administrativo del Estado; b) la 
apertura de la estructura y funcionalidad del Estado 
para evitar la maximización de beneficios que tie-
nen los políticos y los administradores; c) la partici-
pación de la sociedad en las tareas de gobernar para 
disminuir las jerarquías administrativas y burocrá-
ticas que alejan a los Estados de los ciudadanos; d) 
el aumento de los procesos de corresponsabilidad 
con la dinámica de los actores gubernamentales y 
actores no gubernamentales; e) el incremento de la 
responsabilidad de los Estados ante los ciudadanos 
respecto a su desempeño institucional, para admi-
nistrar mejor los recursos escasos y mejorar la cali-
dad de las políticas públicas; y f) el aumento de los 
procesos de cooperación sociedad-Estado (como se 
cita en Ferrusca, et al., 2016).

Chile, todavía en términos de gobernanza y parti-
cipación ciudadana posee niveles bajos, siendo una 
de las democracias más fuertes y estables de la re-
gión, a la vez que, paradójicamente, se enfrenta a un 
déficit en la gobernanza participativa. Tal y como se 
ha mostrado con lo acaecido en octubre de 2019, y 
la permanente desconexión entre los ciudadanos y 
las autoridades. Así mismo, los bajos niveles de con-
fianza, junto con un débil sentido de comunidad y 
una escasa participación del ciudadano al ejercitar 
el sufragio universal.

4.2 Caso Colombia 
En materia de gobernanza en Colombia, la priori-

dad es garantizar instituciones con gobiernos efica-
ces, eficientes y transparentes, en un ambiente polí-
tico que haga posible el crecimiento económico, la 
construcción de paz y resiliencia, y la entrega eficaz 
de bienes y servicios públicos a las personas.

Para comprender los dilemas a los que se enfren-
ta los sistemas de gobernanza, en la sociedad co-
lombiana actual, bastaría otro estudio, donde fuese 
necesario analizar la crisis centrada en los aspectos 
estructurales, es decir, desde las condiciones socia-
les, económicas, políticas y culturales de larga data 
que favorecen el recurso a la violencia en la forma-

ción social colombiana. La explicación de la magni-
tud del fenómeno de la violencia en los últimos años 
y el rol que desempeñaron el narcotráfico, las gue-
rrillas y los grupos al margen de la ley, no agotan el 
análisis sobre la crisis. 

La ausencia total del Estado en unos territorios, o 
la presencia de este pero contaminada con agentes 
des-estructurantes de la estabilidad democrática, 
abre puertas para que la relación de complementa-
riedad existente entre una gobernanza y Estado como 
actores convergentes, sea desestimada. No se genera 
la posibilidad de interrelacionar los sujetos sociales, 
sus demandas y conflictos, ni que estos se solucionen 
a través de canales legales fijados institucionalmente. 

Colombia ha estado en medio de desvaneci-
miento con intenciones de hacer, pero se sesga su 
accionar, en medio de esferas de poder autónomo, 
representadas en la autoridad precaria del Estado y, 
como correlato, en un escenario permanente de vio-
lencia, donde la sociedad, las necesidades imperan-
tes de ser visibilizadas se pierden, en anti-medidas 
eficaces que no dan cabida a un verdadero desarro-
llo subnacional.

La debilidad o ausencia del Estado, la existencia 
de ciudadanías imaginadas y la privatización de lo 
público, constituyen el escenario de fondo de la cri-
sis sociopolítica de la población colombiana y, como 
recientemente lo ha vivido el país en el estallido 
social, en medio de las peores crisis sanitarias a ni-
vel global, por tanto, el escenario para pensar en el 
afianzamiento de una gobernabilidad democrática, 
verdaderamente se hace complejo.

 
Hoy por hoy, el malestar que tiene el ciudadano 

con la política y la deslegitimación del Estado Co-
lombiano da a lugar a una política de inestabilidad, 
a la fluctuación, a un riesgo permanente que dificul-
tan los procesos de gobernabilidad en el país. 

En Colombia se percibe hoy: a) una sociedad ci-
vil fuertemente despolitizada y poco representada 
que encuentra, en las lógicas de mercado, un re-
curso para obtener bienes muy singulares, y b) un 
incremento notable de lo no representado y una 
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mayor demanda de sentido que no logra ser pro-
cesada. Otro impedimento para el fortalecimiento 
de la sociedad civil es la influencia que tienen los 
actores armados en la configuración social, aspecto 
que reproduce uno de los mayores problemas para 
la consolidación de organizaciones y movimientos 
sociales en el país: la constante instrumentalización 
y cooptación que de estas formas de organización 
hacen los actores armados (Alonso, M. 1996).

También se resalta que, en el país es cada vez 
más grande la distancia entre la sociedad civil y la 
sociedad política, hecho que obstaculiza, de un lado, 
la formación de identidades sociales fuertes y con 
capacidad para movilizar la sociedad en torno a re-
formas esenciales y, de otro lado, la consolidación 
de un espacio institucionalizado de expresión social 
para los sectores que no son representados por los 
intercambios políticos o las organizaciones armadas 
(Alonso, M. 1996).

La representación política esta minada o reduci-
da, existen brechas notorias entre la sociedad civil, y 
el sistema político implementado por el Estado, ra-
zón de aquello se han desencadenado los estallidos 
sociales. La secuela de ello, la priorización que se le 
concede a los intereses privados por encima de los 
públicos, y se corporativiza el aparato de Estado, di-
cho proceso impone serias limitaciones a la gober-
nabilidad en Colombia (Alonso, M. 1996).

5. Resultados 
5.1 Chile
La Ley 20.500, pese a regular, incentivar y perfilar 

la participación ciudadana, carece de mecanismos 
de fiscalización y sanción que aseguren un cumpli-
miento, dejándolo muy a criterio del directivo del 
servicio o entidad aplicable. Son muchas las aristas 
estudiadas, no obstante, no hay un financiamiento 
de los mecanismos de participación de modo que 
se pueda garantizar su funcionamiento, estable y 
permanente. El carácter de estos mecanismos de 
participación ciudadana es que solo operan como 
consultivos, informativos y no vinculantes, lo cual 
los hace muy poco efectivos en cualquier escenario, 
razón que desmotiva a muchos ciudadanos y diri-

gentes. También la Ley 20.500 excluyó a los gobier-
nos regionales de las obligaciones relacionadas 
con participación ciudadana (Consejo Nacional 
de Participación Ciudadana y Fortalecimiento de 
la Sociedad Civil, 2017), y eso genera una suerte de 
preocupación latente.

En el fondo, la percepción de este trabajo deja a 
la luz que la Ley 20.500, no trajo la solución mágica 
para generar una sociedad partícipe de los asuntos 
públicos. De ello, el fin seria en avanzar notoriamen-
te para transformar a las administraciones públicas, 
brindando los escenarios necesarios para que los ciu-
dadanos puedan participar en su gestión, y a su vez 
estos mismos deben prepararse para constituir un 
aporte real. De igual manera los COSOC (Consejo de 
la Sociedad Civil), son liderados por los alcaldes, se le 
imprime a esto una discrecionalidad en todo ámbito, 
lo que claramente puede estar limitando el radio de 
acción, de cuáles son las necesidades y proyecciones 
de la comunidad local. Mucho se ha enunciado que 
hay “una actitud poco proclive a la participación vin-
culante” (Consejo Nacional de Participación Ciudada-
na y Fortalecimiento de la Sociedad Civil, 2017, p. 36), 
porque dichos gremios debiesen ser presididos por 
representantes de la sociedad civil, para que se permi-
ta garantizar el ejercicio del derecho a la participación 
ciudadana en la gestión pública.

Chile está aproximadamente entre el 50% de los 
países de la OCDE dotados de una estrategia o ley 
de participación ciudadana en el ciclo de políticas, 
así como una estrategia bien desarrollada sobre el 
acceso a la información, gobierno digital e imple-
mentación de la Alianza para el Gobierno Abierto 
(OCDE, 2016b, como se cita en OCDE, 2017). Aunque 
el país también se apoya en diversos enfoques para 
involucrar a los ciudadanos en el proceso legislati-
vo (OCDE, 2016e, como se cita en OCDE, 2017), los 
tres desafíos principales que enfrenta el Gobierno 
de Chile para implementar reformas concretas de 
gobierno abierto, son la falta de conciencia de los 
funcionarios acerca de los beneficios del gobierno 
abierto, la falta de coordinación y una cultura de se-
creto imperante. Por otra parte, la Ley 20.500 sobre 
Asociaciones y Participación Ciudadana en la Ges-
tión Pública no ofrece incentivos para que los mu-
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nicipios y otros organismos creen espacios de par-
ticipación ciudadana (OCDE, próxima publicación, 
como se cita en OCDE, 2017).

Conforme a lo anterior en el caso de Chile, hay 
un escaso impulso en materia de participación 
pública. El país tiene un marco legal que concuer-
da con los estándares de la OCDE, y que aspira a 
aproximar las políticas a los ciudadanos a través de 
consultas más efectivas y mecanismos de coordi-
nación adecuados y cercanos a la ciudadanía y, por 
supuesto, la participación pública, que es un tema 
muy clave. Al final, lo fundamental es evitar políti-
cas anti evasión y anti colusión en el país cuya eco-
nomía es tan concentrada. 

5.2 Colombia
Lo principal en Colombia, es que el proceso de 

descentralización, como núcleo central de la acti-
vación de mecanismos de participación ciudadana, 
se instaló con la Constitución Política de 1991, no 
obstante el principal desafío en el país es su estabili-
dad institucional, a partir de allí, se confrontarán los 
principales reajustes en las normativas que han teni-
do el reconocimiento de tener la participación como 
derecho, identificando los obstáculos generados en 
su aplicación, y los principales retos y desafíos de la 
nueva Ley de Participación Democrática (Ley 1757 de 
2015, como se citó en Hurtado & Hinestroza, 2016).

En materia de gobernabilidad, obviar la percep-
ción de un Estado que no logra llegar a todas las 
instancias regionales, y que, por supuesto plantea 
la consideración de la precarización estatal, pues-
to que la institucionalidad moderna se predica de 
las regiones más cercanas e industrializadas hacia 
el centro, pero a las más alejadas e inmersas en el 
conflicto de violencia les es muy difícil llegar a es-
tándares medianamente aceptables. Por el contra-
rio, existe un correlato de un perfil ciudadano débil, 
debido a una permanente exclusión por parte de los 
sectores más relevantes, y del propio Estado. En este 
sentido, parte de la violencia actual se explica por las 
restricciones históricas que se presentan para dar, a 
través de la ciudadanía, legitimidad y eficacia a un 
Estado de derecho, democrático y liberal.

Este proceso, que algunos llaman la privatiza-
ción de lo público, obtiene gran relevancia cuando 
los grupos políticos, sociales, comunales o los indi-
viduos aislados, intentan suplir las carencias reales 
de Estado, concediéndose el derecho a recurrir a la 
fuerza, esto es, cuando el Estado pierde su capaci-
dad de actuación en la dimensión legal, y, como con-
secuencia, deja de ser el único portador de la violen-
cia legítima (Alonso, 1996) o dentro de los marcos 
legales establecidos e instituidos.

6. Conclusiones
Los Estados deben ser verdaderos espacios de acción 
hacia los gobiernos territoriales; no servirán de nada 
los cambios en las normativas, si los gobiernos no 
propician los espacios para que los ciudadanos pue-
dan intervenir, y si estos últimos, no se apropian de 
los mecanismos de participación y de los escenarios 
para ejercer el control social, tan necesario, para lle-
gar a ese equilibrio de balanzas.

La participación ciudadana, es una herramienta 
crucial para la mejora y la eficacia de la gestión pú-
blica, en tanto que es capaz de congregar volunta-
des para la construcción de consensos, reduciendo 
así las resistencias del entorno, y logrando por esa 
vía resultados que cuentan con la aceptación de los 
interesados, para este estudio, los territorios y ciuda-
danos. Además, produce un efecto dentro de las ad-
ministraciones públicas al facilitar la comunicación 
horizontal entre sus miembros, coordinar mejor las 
acciones y evitar la segmentación de responsabili-
dades. La participación mejora el rendimiento ins-
titucional, es decir, la capacidad de las instituciones 
públicas para responder a las necesidades sociales.

 La protección de lo público solo puede ejercerse 
a través del control, la veeduría, el seguimiento y la 
rendición de cuentas por parte de los gobernantes y 
funcionarios públicos, y es precisamente donde lo 
colectivo se visibiliza con los mecanismos de partici-
pación ciudadana. Ello en un marco de igualdad de 
votos, participación clara y efectiva, un conglome-
rado electoral informado y un permanente control 
ciudadano inclusivo.

El texto orbitó principalmente en dos ejes, la par-
ticipación ciudadana y la gobernanza, sin embargo, 
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no es posible olvidar el papel que cumplen las po-
líticas públicas en el territorio, en el gobierno y su 
entrelace con la sociedad , ya que puede convertirse 
ello, en la fórmula perfecta para establecer moder-
nos y eficientes esquemas de colaboración, susten-
tados en enfoques innovadores como la gobernanza 
y la nueva gestión pública, ambos utilizados cada 
vez más en diversos sectores de actividad, y que por 
sobre todo responda a una serie de cambios acerca 
de lo que el Estado es y lo que debiera ser. 

Los Estados, están llamados a asumir un rol pre-
ponderante y único de responsabilidades y solución 
de conflictos, que contribuya también con un ade-
cuado marco regulador y gestión de la información, 
lo que incentiva la cooperación multinivel y puede 
convertirse en referente de apertura y participación. 
Les corresponde legislar para garantizar las prácti-
cas innovadoras de participación y gobernanza, ello 
en el marco de actores como naciones, estados, re-
giones, ciudades, compañías trasnacionales, ONG, 
movimientos sociales, sindicatos, etcétera; que exi-
gen participar en los asuntos que les afectan, desa-
fiando las tradicionales políticas. 

La descentralización tanto en Chile como en Co-
lombia amerita todavía un largo camino, y por sobre 
todo cambios que posibiliten la producción de refor-
mas políticas, que se espera impacten en el sistema 
de creencias de las elites y en una distribución equi-
librada del poder en la sociedad. En el caso de Chile 
la descentralización es considerada un proceso gra-
dual, es decir, sólo a aquellos territorios que hayan 
certificado capacidades optimas; las regiones bus-
can mayor autonomía a nivel local, y es imperativo 
generar incentivos para el asociativismo municipal, 
y en el caso de Colombia, robustecerse. La descen-
tralización como tal, necesita ser reformulada, es 
cambiar de plano la visión de las subsecretarías de 
desarrollo regional y otras entidades tales como el 
FNDR (Fondo Nacional de Desarrollo Regional).

La descentralización es un permanente ajuste, a 
través de la implementación de mecanismos de par-
ticipación ciudadana activos que permitan asegurar 
resultados óptimos.

La tarea para Chile, circunda en fortalecer la par-
ticipación ciudadana, cuidar las expectativas de los 
ciudadanos. La crisis financiera de 2008 llevó a los 
países de la OCDE a adoptar políticas más interacti-
vas para restablecer la confianza de los ciudadanos 
en el gobierno, debido a que los chilenos, en general, 
desconfían de la política, de la vida pública y del go-
bierno. De esta manera se debe, entonces, promover 
la confianza en cualquier política nacional, y esto 
también es aplicado para el Estado colombiano.

En Colombia, lo imprescindible es alejarse de la 
precariedad del Estado, y de ámbitos políticos que 
en lugar de facilitar, obstaculizan y agudizan los 
conflictos ya existentes.
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